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Radicación No.
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Procesado:

Gonzalo Ancízar Rudas Ramírez

Delito:


Tráfico de estupefacientes

Procedencia:
Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
ASUNTO

Desata la Corporación el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado Gonzalo Ancízar Rudas Ramírez contra el auto proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que negó la redosificación de la sanción infligida por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
ANTECEDENTES
El señor Rudas Ramírez, mediante fallo del 31 de marzo de 2006 fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, a la pena corporal de seis años de prisión, al ser declarado responsable del delito de tráfico de estupefacientes, decisión que cobró ejecutoria material el 26 de abril del mismo año. 

Según documentos que obran folios 9 y 64, el sentenciado Gonzalo Ancízar Rudas fue detenido por una investigación a cargo de la Fiscalía Segunda Especializada ante el Gaula de Caldas y luego puesto a disposición del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, por los delitos de extorsión y uso de documento público falso.

Con escrito inicial el señor Rudas Ramírez, luego de referir que se encuentra privado de su libertad desde el 11 de agosto de 2009 solicitó se declarara prescrita la pena que le fue impuesta conforme al artículo 89 de la Ley 599 de 2000. (Fls. 18-22)
En otro memorial pidió su libertad condicional por haber cumplido las 3/5 partes de la sanción, acorde con la redosificación de la misma, la que según sus cuentas sería de 30 meses, de los cuales asegura haber cumplido ya 24 meses. (Fls. 24-31)
Con posterior escrito, reitera la solicitud de redosificación conforme a la Ley 906 de 2004, la que dice, se aplica por favorabilidad (Fls. 32-36) y presenta otros memoriales en los que pide se apliquen las normas sobre descongestión y depuración de procesos, con la finalidad de que se declare la prescripción de la pena (Fls. 40--47).
El auto impugnado.
Mediante proveído del 18 de enero de 2010 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad negó la redosificación de la sanción, así como la libertad condicional deprecada.
Luego y en proveído del 19 de enero siguiente tampoco accedió a declarar la prescripción de la pena impuesta a Gonzalo Ancízar Rudas Ramírez.
Del recurso:
En atención al memorial que obra a folios 72 a 76, el penado muestra su insatisfacción contra el auto del 18 de enero pasado, al argumentar que debe primar en principio de favorabilidad en la aplicación de la ley y remite su inconformidad a la negativa de la ‘redosificación’ de la pena, aspecto sobre el cual sustenta el recurso.
De la reposición: 
Se pronunció el Juzgado de Ejecución de penas, para mantener su propio proveído y a renglón seguido concedió la apelación.
CONSIDERACIONES:
Competencia:

La Sala  está habilitada funcionalmente para desatar la impugnación interpuesta en contra del auto referido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley  600 de 2000, que ha regido el curso de este proceso.
Problema jurídico planteado:
Guardando coherencia con la institución jurídica de la impugnación, la Sala estudia lo relativo a la redosificación de la pena, aspecto medular sobre el cual ha mostrado desacuerdo el sentenciado, cuyo tema ha planteado a través del respectivo escrito, para decidir si mantiene las determinaciones del a quo, o en su defecto, si el sentenciado se hace merecedor a alguno de los beneficios que impetra por vía de alzada.
SOLUCION:
De la actuación allegada se conoce que el señor Rudas Ramírez, fue procesado en contumacia, bajo los lineamientos del Estatuto procesal contenido en la Ley 600 de 2000, en virtud de la conducta punible prevista en el artículo 33 de la Ley 30 de 1986, denominada tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, actuación que concluyó con la sentencia antes referida.
La competencia adquirida por la Sala en virtud de la alzada, se circunscribe a pronunciarse sobre un solo aspecto planteado por el recurrente, según el memorial suscrito el 11 de febrero de 2010, pese a los múltiples escritos y variadas pretensiones, todas tendientes a obtener el beneficio de libertad.
El asunto versa sobre la pretensión de redosificación de la pena que le fue impuesta, en torno a la cual como bien lo expresó el a quo, no es posible pronunciarse, porque el detenido Rudas Ramírez, aún no se encuentra descontando la impuesta en este asunto y el fundamento jurídico que invoca no se relaciona con este tema.
Debe precisar la Corporación que lo anunciado por el libelista como redosificación de la sanción, en realidad corresponde a la denominada acumulación jurídica de penas de que trata el artículo 460 de la Ley 906 de 2004 (Art. 470 de la Ley 600 de 2000), lo cual procede para eventos en que exista más de una sentencia que ha impuesto separadamente una pena aflictiva de la libertad, situación esta que no ocurre en el presente caso.
Ahora, si lo pretendido es redención de la sanción, para ello se debe acreditar que ha desarrollado trabajo o estudio, de tal manera que cumplidos los requisitos determinados por el sistema carcelario, se procede a la evaluación respectiva.

La inconformidad también la manifiesta en su afán para que se aplique el precepto 531 de la Ley 906 de 2004, cuyo argumento lo fundamenta en el principio de favorabilidad y pese a la advertencia del juez de primera instancia sobre su inexequibilidad, insiste en su aplicación.
Al respecto debe recabarse en que cuando la Corte Constitucional, al examinar una norma demandada, la encuentra contraria a la Carta Política, el paso a seguir es que la misma es retirada del ordenamiento jurídico colombiano, es decir, se toma como si jamás hubiera existido y no puede ser aplicada.
En cambio la favorabilidad es una institución jurídica que permite al juzgador dar aplicación al precepto jurídico más beneficioso para el acusado, aún cuando éste haya sido derogado por otra norma, y valga aclarar que la derogatoria implica la abolición de una disposición por otra que regula la misma materia.
En este evento la favorabilidad que pregona el impugnante no tiene asidero, por cuanto la norma cuya aplicación pretende, no existe en nuestro régimen penal al haber sido declarada inconstitucional, pero además, en caso de tener existencia jurídica, no se ajustaría al asunto que aquí es objeto de análisis.
Lo que dicha normativa pretendió regular con ocasión de la vigencia del sistema penal acusatorio, fue la terminación de investigaciones a cargo de la Fiscalía General de la Nación que presentaran cierta mora, para formular la acusación o decretar su preclusión, lo cual no era aplicable ni a los procesos con resolución acusatoria y menos a los que ya tienen un fallo ejecutoriado como es el presente evento, por manera que el recurso intentado no está llamado a prosperar desde ningún punto de vista, toda vez que no tiene respaldo jurídico la pretensión de revisar la pena que le fue irrogada al señor Rudas Ramírez, por lo que la decisión de primer grado deviene ajustada a derecho y por ende, deberá ser objeto de confirmación.
De otra parte, la Sala advierte que al momento de surtirse la notificación personal al penado Rudas Ramírez de los autos del 18 y 19 de enero de 2010 (véase folio 71), hizo anotación al margen con la palabra ‘REPONGO’, en virtud de lo cual se resolvió tal recurso, sin que ello hubiese implicado que sobre los mismos se hubiera agotado la apelación, ya que el escrito de folios siguientes, sólo invoca la alzada frente al auto del 18 del mes y año citados con relación a la negativa de ‘redosificación de la pena’.
Con el mismo argumento legal –Art. 531 Ley 906 de 2004- el sentenciado deja entrever la posibilidad de prescripción de la sanción irrogada, y aunque no fue objeto de sustentación suficiente, ello no obsta para que la Corporación se pronuncie, haciendo saber que tal como lo reseñó el juzgado de instancia, la pena prescribe en tiempo igual al de la sanción, para este evento, en seis años contados a partir de la ejecutoria de la sentencia, esto es, del 20 de abril de 2006, por lo que aún no se presenta el fenómeno previsto en el artículo 89 de la Ley 599 de 2000.
Es menester indicar así mismo, que corresponde al señor Juez de instancia, establecer en forma fehaciente por cuenta de qué autoridad se encuentra detenido el señor Rudas Ramírez y proceder efectuar los requerimientos con la finalidad de ejecutar esta sentencia, para no permitir una eventual extinción de la sanción, atendido el precepto del artículo 90 in-fine.

Por último, se advierte que el recluso Gonzalo Ancízar Rudas ha presentado varios escritos, en uno de los cuales impetra la revisión del proceso, aspecto sobre el cual la Sala lo ilustra en el sentido de que dicha acción está regulada por los artículos 220 de la Ley 600 de 2000 y 192 de la Ley 906 de 2004 y para su promoción es necesario que se formule por intermedio de abogado constituido especialmente para ese efecto, además de presentarse una demanda por el profesional del derecho, con el cumplimiento de determinadas exigencias de forma y de contenido.
DECISIÓN

En virtud de las breves consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  

RESUELVE

CONFIRMAR las decisiones interlocutorias impugnadas. 
Contra la presente decisión no procede recurso.

Cópiese, Comuníquese y devuélvase

LEONEL ROGELES MORENO              
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado 



          Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

MARIA EUCARIS PARRA JARAMILLO
Magistrado
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